
C.A. de Santiago

Santiago, veint i tr s  de diciembre de dos mil  veint id s .é ó

Vistos y considerando:      

Primero:  Que,  con  fecha  12  de  septiembre  de  2022 

comparece el abogado Danny L pez Chavez en representaci n de laó ó  

sociedad  Medihouse  Medicina  y  Est tica  SpA  quien  interponeé  

recurso de reclamaci n en contra de la Resoluci n Exenta N  1214ó ó °  

de 31 de agosto de 2022, dictada por la Ministro de Salud do añ  

Mar a Yarza S ez, que confirm  lo resuelto en resoluci n exentaí á ó ó  

N 8803/2021 de Fonasa,  que por incumplimiento contractual  de°  

registro y respaldo de las prestaciones, decret  la cancelaci n de suó ó  

inscripci n en el rol modalidad de libre elecci n (en adelante MLE)ó ó  

de la reclamante del Fondo Nacional de Salud, le orden  reintegraró  

la suma de $37.409.310.- por concepto de FAM (Fondo de ayuda 

m dica) y le aplic  una multa a beneficio fiscal de 500 UF. é ó

Sostiene que la infracci n se encuentra prescrita, toda vez queó  

los cargos deben ser formulados y notificados, previo a los 6 meses 

desde la comisi n de la infracci n, lo que no ocurri . ó ó ó

Explica que el d a 15 de julio de 2021, se formul  cargos ení ó  

contra de su representado buscando establecer responsabilidad por 

infracciones al  convenio de MLE de profesionales  de la  salud,  a 

saber: 1) Cargo N 1: No contar con los registros de respaldo por las°  

prestaciones  realizadas,  sea  este  f sico  o  electr nico,  infracci ní ó ó  

se alada  en  el  punto  30.1  letra  g)  de  la  Resoluci n  Exenta  Nñ ó º 

277/2011  del  Minsal  y  sus  modificaciones.  Lo  precedente, 

fundamentado en el hecho de no existir 6.386 registros cl nicos queí  

respalden el cobro de 6.386 prestaciones, relativas a 4.397 personas 

beneficiarias;  2)  Cargo  N 2:  Cobro  indebido  de  prestaciones  no°  

realizadas,  infracci n  se alada  en  el  punto  30.1  letra  b.4  de  laó ñ  
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Resoluci n Exenta N  277/2011 del Minsal y sus modificaciones. Eló º  

cargo se fundamenta en las 25 denuncias efectuadas por 25 personas 

beneficiarias  a  trav s  de  canales  formales  de  comunicaci n  coné ó  

Fonasa.

Explica que solicitaron a su representada las  fichas cl nicasí  

que  respaldaran  las  prestaciones  que  habr an  realizado  en  uní  

periodo de tiempo, presentando sus descargos en los que expone la 

imposibilidad  f ctica  de  la  presentaci n  de  las  fichas  cl nicas  deá ó í  

4.407 personas beneficiarias de Fonasa otorgando un plazo irrisorio 

y  desproporcionado  de  3  d as  h biles  a  efectos  de  cumplir  talí á  

requerimiento.

Argumenta que Fonasa  no se  encuentra  habilitado por ley 

para acceder a los datos sensibles de los pacientes y los nicos datosú  

que el prestador debiera proporcionarle son el nombre, direcci n yó  

fono o correo  electr nico de los  pacientes  para  que la  recurridaó  

actualice  sus  registros  y  pueda  contactarlos  para  los  fines  de  la 

investigaci n  que  se  encuentra  desarrollando.  As ,  arguye  queó í  

sancionarlo  por  no  entregar  las  fichas  cl nicas  de  sus  pacientesí  

constituye una actuaci n ilegal  y arbitraria del rgano, lo que seó ó  

traduce  en  una  infracci n  al  debido  proceso,  en  particular  aló  

derecho  a  producir  prueba  y  su  contradicci n,  al  derecho  a  laó  

igualdad ante la ley y su derecho de propiedad. 

Respecto del segundo cargo alega que se basa en entrevistas 

telef nicas desconociendo el contenido de las mismas y las preguntasó  

precisas  que  fueron  realizados  a  los  beneficiaros  junto  a  sus 

respuestas, toda vez que no fueron escrituradas tal como lo exige el 

procedimiento administrativo vulnerando adem s la transparencia. á

Pide  revocar  la  Resoluci n  reclamada  y,  en  su  lugar,  seó  

ordene dejar  sin  efecto  todas  las  sanciones.  Para  el  caso  que se 
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estime que procede alg n tipo de sanci n por infracci n al D.F.Lú ó ó  

N 1 de 2005, hace presente que concurren a su favor las atenuantes°  

de  la  irreprochable  conducta  anterior,  que  ha  colaborado 

activamente con la sustanciaci n del procedimiento de fiscalizaci n,ó ó  

no  ha  existido  intencionalidad  en  los  hechos  investigados  ni 

beneficio  econ mico,  aplicando  el  principio  de  proporcionalidadó  

imperante en derecho administrativo, la que no debiese ser superior 

a la sanci n de amonestaci n; en subsidio pide la no cancelaci n deló ó ó  

convenio y rebaja en el monto de la multa a una cantidad m nima oí  

en lo que esta Corte estime conforme a derecho y equidad.

Segundo:  Que  con  fecha  15  de  noviembre  de  2022 

comparece  la  abogada Yasmina Viera  Bernal,  jefa  de la  divisi nó  

jur dica del Ministerio de Salud (en adelante MINSAL) evacuandoí  

el informe que le fuera requerido. Pide que se rechace en todas sus 

partes la reclamaci n interpuesta.ó

Explica  en  qu  consiste  la  Modalidad  de  Libre  Elecci né ó  

(MLE),  para  luego  referirse  a  los  cargos  que  se  le  imputan  al 

recurrente los cuales fueron acreditados con suficiente evidencia no 

logrando ser desvirtuado por el recurrente en sus descargos y fruto 

de la investigaci n consignada en el expediente de fiscalizaci n, eló ó  

que acompa a a su informe. ñ

Precisa  que  existen  20  denuncias  efectuadas  por  personas 

beneficiarias  en  contra  del  prestador  por  emisi n  de  bonos  deó  

atenci n de salud sin autorizaci n de las personas beneficiarias. Loó ó  

anterior, se traduce a prestaciones no realizadas, se enmarca en la 

infracci n se alada en el punto 30.1 letra b de las Normas T cnicasó ñ é  

Administrativas  que  rigen  MLE,  resoluci n  exenta  277/2011  deló  

MINSAL y sus modificaciones. 
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Agrega que se detect  un cobro a una persona beneficiariaó  

fallecida  en  abril  de  2020,  lo  que  configura  una  prestaci n  noó  

realizada e infracci n a id ntica norma ya citada,  adem s de unó é á  

cobro de 2 bonos de atenci n de salud para un mismo c digo, enó ó  

un mismo d a y para un mismo beneficiario, lo que se enmarca ení  

la  infracci n  se alada en el  punto 30.1 letra  b.9 de las  Normasó ñ  

T cnicas  Administrativas  que  rigen  MLE,  resoluci n  exentaé ó  

277/2011 del MINSAL y sus modificaciones.

Expone  que  en  virtud  de  lo  anterior,  Fonasa  instruy  laó  

fiscalizaci n respecto del recurrente mediante el Oficio Ordinario 3Eó  

N  28632/2020 del 8 de octubre de 2020, notificado a trav s de° é  

correo electr nico con fecha 9 de octubre de 2020, solicitando aló  

prestador  el  env o  de  copia  de  fichas  cl nicas  de  las  personasí í  

beneficiarias  indicadas  en  la  n mina  anexa  a  dicho  oficio,ó  

correspondientes a los beneficiarios de la muestra a fiscalizar, dando 

un plazo de 5 d as h biles y no 3 como se ala la recurrente en suí á ñ  

reclamaci n,  para  presentar  la  documentaci n  solicitaó ó da y al  d aí  

siguiente procedi  a suspender de manera transitoria su convenioó  

vigente como prestador en la MLE, por 180 d as o hasta el t rminoí é  

del proceso administrativo. 

Que, en sesi n celebrada el 3 de agosto 2021, la Comisi nó ó  

Nacional  de  Fiscalizaci n  y  Reclamos,  vistos  los  antecedentesó  

descritos en este procedimiento, concluy  que el prestador no cuentaó  

con los registros de respaldo para las prestaciones cobradas e hizo 

cobros  indebidos,  por  ende,  no  cumple  con  las  normas  legales, 

reglamentarias  y  arancelarias  que  rigen  la  Modalidad  de  Libre 

Elecci n que regulan la aplicaci n de su arancel,  y en virtud deó ó  

aquella es que se dict  la resoluci n por la que se reclama. ó ó
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Tercero:  Que, en primer t rmino, es menester hacerse cargoé  

de la prescripci n alegada por el recurrente.ó

El  recurrente  afirma  que  las  infracciones  se  encontrar aní  

prescritas por cuanto, a falta de norma expresa, resultar a aplicableí  

supletoriamente el C digo Penal entre cuyas normas se encuentranó  

los art culos 94, 95 y 96 que regulan la prescripci n y la suspensi ní ó ó  

(raz n por la que al no notificarse la formulaci n de cargos antes deló ó  

plazo de 6 meses desde la infracci n, esta se encuentra prescrita), esó  

menester  se alar  que  conforme  al  art culo  5  de  la  Resoluci nñ í ó  

Exenta  N  7  ° Las  acciones  para  perseguir  infracciones“  

administrativas, y las sanciones administrativas que deriven de estas,  

prescribir n seg n lo dispuesto en las leyes que las establezcan y, siá ú  

estas nada dicen, prescribir n de acuerdo a los criterios de generalá  

aplicaci n contenidos en la jurisprudencia administrativa emanadaó  

de la Contralor a General de la Rep blica. El plazo respectivo seí ú  

contar  desde que se comete el hecho que origina la infracci n, oá ó  

desde que el acto administrativo que impone la sanci n se encuentreó  

ejecutoriado, seg n sea el caso.ú ” 

As  las cosas, a efectos de dilucidar este aspecto se requiereí  

recurrir a la jurisprudencia administrativa de la Contralor a Generalí  

de la Rep blica conforme a la cual, ante falta de norma expresa seú  

debe recurrir al derecho com n en aquellas materias no reguladasú  

por el  derecho administrativo, es decir,  a las  normas del  C digoó  

Civil, conforme a las cuales la regla general de prescripci n es de 5ó  

a os. ñ

La  Contralor a  ha  resuelto,  mediante  Dictamen  Ní ° 

24.731/2019, lo siguiente, en lo que resulta pertinente en marras: 

Puntualizado  lo  anterior,  debe  tenerse  presente  que  la“  

jurisprudencia de este rgano de Control ha sostenido, hasta ahora,Ó  
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que no habiendo regulaci n  especial  en  relaci n  a  esta  potestadó ó  

sancionadora y a la prescripci n respectiva, se debe recurrir a laó  

regla general contenida en los art culos 94 y 95 del C digo Penal,í ó  

seg n la cual la responsabilidad infraccional se extingue en el plazoú  

asignado a las faltas, a saber, seis meses contado desde el d a en queí  

se hubiere cometido el il cito (dict menes N s. 59.466, de 2015 yí á °  

26.202,  de  2017,  entre  otros).   Sin  embargo,  se  ha  estimado…  

necesario realizar un nuevo estudio de la materia, ya que, si bien el  

Derecho  Penal  y  el  Derecho  Administrativo  sancionador  tienen  

elementos  comunes,  no  es  posible  soslayar  que  regulan  mbitosá  

sustancialmente diferentes, teniendo particularidades y caracter sticasí  

propias que reclaman repensar la aplicaci n que, por defecto, se haó  

dado a las normas y principios del primero al mbito en an lisis. á á … 

Siendo  as ,  y  considerando  las  diferencias  ostensibles  entre  lasí  

disciplinas  penal  y administrativa,  debe concluirse que no resulta  

necesario acudir a las reglas de la primera para asegurar derechos a  

los particulares, puesto que a esa labor se avoca tambi n el Derechoé  

Administrativo, particularmente a trav s de la regulaci n del acto yé ó  

el  procedimiento  administrativo.  Descartada  la  necesaria“ ” “  

aplicaci n de las normas y principios del Derecho Penal al ejercicioó  

de la potestad sancionatoria de la Administraci n para alcanzar laó  

finalidad  garantista  que  la  justificaba,  resulta  menester  entonces  

acudir al Derecho Com n en aquellas materias no reguladas por elú  

Derecho  Administrativo,  el  que  en  nuestro  caso  corresponde  al  

C digo  Civil.   Atendido  lo  anterior,  ese  m ximo  tribunal  haó … á  

concluido que, frente a la ausencia de un texto legal expreso que  

regule el plazo de prescripci n en relaci n con el ejercicio de laó ó  

potestad sancionatoria de la Administraci n, cabe aplicar en formaó  

supletoria las normas del derecho com n dentro del mbito civil y,ú á  
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en  ese  entendido,  hacer  aplicaci n  de  la  regla  general  deó  

prescripci n extintiva de cinco a os a que se refiere el art culo 2.515ó ñ í  

del  C digo  Civil.   Finalmente,  como  ha  se alado  tambi n  laó … ñ é  

Excma. Corte Suprema, a n de resultar aplicable el Derecho Penalú  

para  colmar  el  vac o  sobre  el  plazo  de  prescripci n  en  estudio,í ó  

corresponder a  acudir  no  a  aquel  contemplado  para  las  faltasí  

penales, sino que al t rmino de cinco a os asignado para los simplesé ñ  

delitos, atendido que constituye la regla general y dada la entidad  

de los bienes jur dicos protegidos mediante el poder sancionatorioí  

entregado a los rganos administrativos.  ó ”

 Atendido lo se alado, resulta claro entonces que en materiañ  

de prescripci n extintiva rige el plazo de 5 a os establecido en eló ñ  

art culo 2515 del C digo Civil, raz n por la que se desestiman lasí ó ó  

alegaciones del recurrente referidas a este punto. 

Consecuente  con  lo  se alado,  es  del  todo  irrelevante  loñ  

planteado por el recurrente respecto al momento de la consumaci nó  

de los il citos que se le imputan en el sentido de que no se trata deí  

il citos permanentes ni de car cter sucesivo, por cuanto aun cuandoí á  

se  considerara  que  la  consumaci n  se  produjo  en  el  mismoó  

momento  en  que  se  ejecut  la  acci n,  las  infracciones  no  seó ó  

encontrar an prescritas.í

Cuarto:  Que, por otra parte, el recurrente pudo acompa arñ  

las fichas cl nicas al momento de realizar sus descargos, por tanto,í  

tuvo m s de 9 meses para ingresar la documentaci n que estimareá ó  

pertinente  para  justificar  sus  argumentaciones,  tiempo  m s  queá  

suficiente para aportar la totalidad de las fichas cl nicas solicitadas.í

Sin embargo, no realiz  gesti n alguna.ó ó

Respecto al descargo del reclamante asociado al cargo N  2°  

debe considerarse que conforme a la letra a) del art culo 17 de laí  

V
X

X
W

X
C

K
E

X
X

X



Ley  N  19.880,  el  prestador  siempre  puede,  durante  todo  el°  

procedimiento, solicitar antecedentes relativos a la fiscalizaci n.ó

Nuevamente, el recurrente no solicit  dichos antecedentes.ó

Quinto:  Que, en cuanto a la supuesta falta de antecedentes 

que  fundamenten  los  cargos  seg n  pretende  el  reclamante,ú  

afirmando  que  las  sanciones  aplicadas  se  fundan  en  meras 

presunciones,  debe  tenerse  presente  el  punto  4  letra  c.3  de  la 

Resoluci n Exenta N  277/2011 que establece expresamente en suó °  

parte pertinente que En caso de no disponerse de este documento,“  

las  prestaciones  se  entender n  por  no  efectuadas,  salvo  que  elá  

prestador  acredite  fehacientemente  que  las  prestaciones  fueron  

realizadas”.

Consecuente con lo se alado, en cuanto a la formulaci n delñ ó  

cargo N  1, este se encuentra plenamente fundado conforme a: 1)°  

los antecedentes que constan en el proceso; 2) el contenido de la 

norma reci n citada que dispone expresamente que en caso de noé  

disponerse de la ficha cl nica las prestaciones se entender n por noí á  

efectuadas salvo que el prestador acredite fehacientemente que las 

prestaciones fueron realizadas y; 3) el hecho de que el recurrente no 

acompa  las  fichas  cl nicas  solicitadas  ni  efect o  gesti n  algunañó í ú ó  

destinada a acreditar que las prestaciones fueron otorgadas. 

En cuanto a la formulaci n del cargo N  2, ste tambi n seó ° é é  

encuentra fundada atendido: 1) el gran n mero de denunciantes queú  

daban cuenta de la misma infracci n; 2) la comprobaci n de unó ó  

hecho objetivo constitutivo de infracci n, a saber, la emisi n y cobroó ó  

de una prestaci n con fecha posterior a la fecha de defunci n deló ó  

beneficiario, infracci n que fue reconocida por el reclamante; y 3)ó  

La inactividad del recurrente en orden a aportar antecedentes que 
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permitieran  acreditar  el  otorgamiento  de  las  prestaciones 

cuestionadas. 

Sexto:  Que, en lo que dice relaci n a la participaci n deló ó  

recurrente  en los  hechos,  esta ha quedado claramente acreditada 

atendido que, conforme al art culo 12 de la Ley N  20.584, la fichaí °  

cl nica es un instrumento obligatorio que conforme al punto 4 letraí  

b) de la Resoluci n Exenta N  277/2011 debe estar en poder deló °  

prestador,  y  estar  permanentemente  a  disposici n  del  Fondoó  

Nacional  de  Salud  cuando  le  sea  requerido  y  en  caso  de  no 

disponerse  de  la  ficha,  las  prestaciones  se  entender n  por  noá  

otorgadas como ya se dijo. 

As  las cosas, el recurrente incurre en una infracci n medianteí ó  

una omisi n, el incumplimiento del mandato legal de tener la fichaó  

permanentemente  a  disposici n  del  Fonasa,  por  lo  que  laó  

participaci n  que  se  le  imputa  es  en  calidad  de  autor  en  laó  

infracci n denunciada. ó

En cuanto al cargo N  2, de su mera lectura se educe que la°  

infracci n  que  se  le  imputa  consiste  en  el  cobro  indebido  deó  

prestaciones no realizadas, descripci n de la conducta que da cuentaó  

que se le atribuye su participaci n en la infracci n en calidad deó ó  

autor.

A lo anterior se agrega que la comprobaci n de la infracci nó ó  

encuentra  sustento  f ctico  en  al  gran  n mero  de  denunciasá ú  

concordantes referidas a la misma infracci n y en la emisi n y cobroó ó  

de  una  prestaci n  con  fecha  posterior  al  fallecimiento  deló  

correspondiente beneficiario, circunstancias que fueron presentadas 

en la resoluci n apelada y conforme a las cuales la presunci n deó ó  

que  efectivamente  se  verific  la  infracci n  resulta  suficientementeó ó  

fundada a juicio de esta Corte.
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S ptimo:é  Que,  en  relaci n  a  la  supuesta  ausencia  deló  

principio de contradictoriedad pretendida por el recurrente lo que 

afirma  habr a  implicado  verse  impedido  de  controvertir  lasí  

ponderaciones que conforme al criterio de la recurrida le otorgan 

mayor valor probatorio a entrevistas telef nicas que a fichas cl nicasó í  

que por el plazo y excesiva cantidad fue imposible presentar, de la 

revisi n  de  los  antecedentes  resulta  claro  que la  recurrida  no leó  

otorg  mayor valor probatorio a las denuncias por sobre las fichasó  

cl nicas, sino que se limit  a aplicar la ley, dado que el recurrenteí ó  

pudo acompa ar las fichas cl nicas al realizar sus descargos, es decir,ñ í  

m s de 9 meses despu s de que las mismas le fueron solicitadas,á é  

teniendo,  por  tanto,  el  tiempo  suficiente  para  acompa arlas  sinñ  

haberlo hecho, y que conforme a la letra c.3) del punto 4 de la 

Resoluci n Exenta N  277/2011, en caso de que no se disponga deó °  

la  ficha cl nica,  como aconteci  en  este  caso,  las  prestaciones  seí ó  

entender n  por  no  efectuadas,  salvo  que  el  prestador  acrediteá  

fehacientemente que las prestaciones fueron otorgadas como ya se 

dijo.

A lo anterior se agrega que el recurrente no rindi  pruebaó  

alguna  ni  aport  antecedentes  que  contribuyan  a  desvirtuar  losó  

cargos  que  le  fueron  formulados  durante  todo  el  proceso, 

consistiendo  su  defensa  exclusivamente  en  los  argumentos 

expresados al  realizar sus descargos,  argumentos de los que s  seí  

hace cargo la Resoluci n recurrida en su numeral 17, expresandoó  

los motivos que tuvo para desestimarlos.

En  relaci n  a  lo  se alado  en  el  p rrafo  precedente,  esó ñ á  

relevante considerar asimismo que el recurrente no dio cuenta de 

circunstancias  de  hechos  ni  acompa  antecedente  probatorioñó  

alguno que permita considerar que se est  ante un caso fortuito oá  
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que existi  culpa leve en las infracciones. A mayor abundamiento,ó  

cabe hacer presente que el recurrente se encuentra en una posici nó  

de obediencia en cuanto al est ndar de diligencia que se le exige,á  

materia  de  la  que  da  cuenta  tanto  nuestra  doctrina  como  la 

jurisprudencia reciente de la Corte Suprema. 

Octavo:  Que, consecuente con lo que se viene razonando, la 

sanci n impuesta resulta justificada en atenci n a la gravedad de lasó ó  

faltas acreditadas, por cuanto la Modalidad Libre Elecci n implicaó  

un inmenso volumen de gasto de recursos p blicos empleados en suú  

materializaci n, lo que exige un nivel de diligencia y transparenciaó  

alt simo de parte  del  Prestador,  pues salvo que se lleven a caboí  

fiscalizaciones como la de marras, los recursos p blicos no permitenú  

hacer un control m s permanente respecto de los prestadores, por loá  

que la fe p blica descansa de forma importante en la correcci n deú ó  

sus actuaciones. 

Por ello, en caso de verificarse cualquier irregularidad grave, 

como en el presente caso, es obligaci n de Fonasa, en primer lugar,ó  

y en seguida del Ministerio de Salud en su calidad de ente rector del 

sistema  p blico  de  salud,  velar  porque  los  recursos  p blicos  seú ú  

empleen con eficiencia y eficacia, a fin de que ellos no se desv en ení  

objetivos ajenos a los que la ley prev , de forma tal que esta Corteé  

estima que la Resoluci n ó Exenta N  1214 de 31 de agosto de 2022°  

dictada  por  la  Ministro  de  Salud  do a  Mar a  Yarza  S ez,  señ í á  

encuentra ajustada a derecho y, por ende, la sanci n aplicada es deló  

todo justificada.

Y visto, adem s, lo dispuesto en el art culo 2515 del C digoá í ó  

Civil,  y  disposiciones  del  DFL N  1  de  2005  del  Ministerio  de°  

Salud,  se  rechaza el  recurso de reclamaci n interpuesto por eló  

abogado Danny L pez  Chavez  en  representaci n  de  la  sociedadó ó  
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Medihouse  Medicina y Est tica  SpA en contra  de  la  Resoluci né ó  

Exenta N  1214 de 31 de agosto de 2022 dictada por la Ministro de°  

Salud do a Mar a Yarza S ez.ñ í á

Reg strese y noti f quese.í í

Redacci n  del  Abogado  Integrante  se or  Jorgeó ñ  

Ben tez Urrutia.í

Contencioso Administrat ivo N  472-2022° .

Pronunciada por la Cuarta Sala, integrada por la Ministra se orañ  

Jenny Book Reyes, Ministro (S) se or Carlos Escobar Salazar y elñ  

Abogado Integrante se or Jorge Ben tez Urrutia.ñ í

Autoriza el (la) ministro de fe de esta Iltma. Corte de Apelaciones de 

Santiago.

En Santiago, veintitr s de diciembre de dos mil veintid s, se notificé ó ó 

por el estado diario la resoluci n que antecede.ó

V
X

X
W

X
C

K
E

X
X

X



Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago integrada por Ministra Jenny Book R.,

Ministro Suplente Carlos Escobar S. y Abogado Integrante Jorge Benitez U. Santiago, veintitrés de diciembre de

dos mil veintidós.

En Santiago, a veintitrés de diciembre de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.

V
X

X
W

X
C

K
E

X
X

X

Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 11 de Septiembre de 2022, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl.
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